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Dentro de la causa signada con el Ni-o. 060-2025-TCE, se ha dictado lo que a continuación
fis pernhi [o transcrihj r:

‘SENTENCIA
CaLISa Nro. 060-2025-TCE

TEMA: En esta sentencia, el Tribunal Contencioso Electoral analiza el recurso de apelación
interpuesto por los señores Frank Fabricio Matías Panchana, representante legal y
Mauricio Eduardo Roca Ramírez, responsable de manejo económico de la organización
política Centro Democrático, Lista 1, durante el proceso electoral de las Elecciones
Presidenciales y Legislativas Anticipadas 2023, contra la sentencia dictada por el juez de
instancia.

Luego del análisis respectivo, el Pleno del Tribunal Contencioso Electoral, resuelve negar
el recurso de apelación, por considerar que la sentencia subida en grado, no vulneré el
dei-echo al debido proceso de los recurrentes, en la garantía del derecho a la defensa, y que
se acreditaron de manera suficiente los elementos objetivos de la iníraccion denunciada,
en consecuencia, el fallo dictado en primera instancia no adolece de los errores advertidos
por los recurrentes.

TRIBUNAL CONTENCIOSO ELECTORAL.- Quito, Distrito Metropolitano, 22 de septiembre
de 2025, las 11h16.- VISTOS.- Agrégtese al expediente: i) Oficio Nro. TCE-SG-OM-2025-
0741-O de 11 de septiembre de 2025, suscrito por el secretario general de este Tribunal, a
través del cual, convoca al doctor Roosevelt Cedeño López, a integrar el Pleno
¡urisdiccional en Ja presente causa; Ii) Memorando Nro. TCE-SG-OM-2025-0900-M de 11
de septiembre de 2025, mediante el cual, el secretario general de este Tribunal remite a
los jueces que conforman el Pleno para resolver la presente causa, el expediente digital
para su revisión y estucho; y, iii) Copia certificada de la convocatoria a sesión de pleno
uris dicci onal.

1. ANTECEDENTES. -

1. El 17 de febrero de 2025, se recibió en la Secretaría General del Tribunal
Contencioso Electoral, una denuncia, interpuesta por la licenciada ¡ulla Antonieta
Aguilar Pineda, directora encargada de la Delegación Pi-ovincial Electoral de Santa
Elena, contra los señores: i) Frank Fabiicio Matías Panchana, representante legal
del Movimiento Centro Democrático, Lista 1; y U) Mauricio Eduardo Roca
Ramírez, responsable del manejo económico, de la referida organización política.
durante el proceso electoral ‘Elecciones Presidenciales y Legislativas Anticipadas
2023’, por el presunto cometirniento de la infracción electoral de no presentación
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de cuentas de campaña de la dignidad de Asambleístas de a provincia de Santa

Elena, tipiflcada en el artículo 281. numera 1 de Li Ley Orgánica Eectora y de

Organizaciones Políticas de la República del Ecuador, Código de la Deniocraca (en

adeante CóWgo de la emocracia).

2. El 19 ((e agosto de 2025, se dictó sentencia de instancia en la presente causa, la

cual en lo principal resolvió aceptar la denuncia propuesta, y declaró que el señor

Frank Fabricio Matías Panchana. como representante legal, y el señor Mauricio

Eduardo Roca Ramírez, como responsable del manejo económico, del movimiento
Centro Democrático, Lista 1, incurrieron en la infracción electoral tipificada en el

numeral 1 del articulo 281 del Código de la Democracia, por lo que se les impuso la

niulta equivalente a veinte (20) salarios básicos uniíicados vigentes a la fecha de la

comisión de la infracción1.

3. El 22 de agosto de 2025, ingresó a través de la recepción documental de la

Secretaría General (le este Tribunal, un escrito firmado por los señores Frank

Fabricio Matías Panchana y Mauricio Eduardo Roca Ramírez, y su abogado

patrocinador, a través del cual, interpusieron un recurso vertical de apelación en

contra de la sentencia de 19 de agosto de 2025.

4. El 25 de agosto de 2025, mediante auto de sustanciación, el magíster Joaquín Viteri

Llanga, en su calidad de juez de instancia, concedió el recurso de apelación y en lo

principal dispuso remitir el expediente de la causa 060-2025-TCE a la Secretaría

General para que proceda con el correspondiente sorteo del juel sustanciador en

segtiiida instancia4.

5. El 26 de ‘agDsto de 2025, se realizó el respectivo sorteo a través de Secretaría

General para designar :uez sustaricadar en la causa, radicácidcse la competencia

en el magíster Guilermo Ortega Caicedo, juez del Trüitual Contencioso Electoral5.

6. El 2 de septiembre de 2025 el magíster Guillermo Ortega Caicedo, juez del

Tribunal Contencioso Electoral, admitió a trá’nre la causa, y cli lo principal

dispuso que a través de a Secretaría General de este Trihuna: i) se convoque al

juez suplente que corresponda pal-a conocer y resolver la causa, toda vez que el

juez de instancia, magíster Joaquín Viter Llanga, al haber emitido la sentencia

recurrida se encuentra imposibilitado de conformar el Pleno lurisdccional: II) se

certiíiquen los nombres de los ueces que integi’ar.n el pleno urisdiccwnal pal-a la

resolución correspondence; y, ji) se remtta a a Señora y señores jueces que

Fújas 1 ¿93.
Fójas 457-167.
ojaç 47447%.

4 Fu]as 480-4S 1.
Fo]as 4’J14J3.
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conforman el Pleno de este Tribunal el expediente íntegro en ro-mato digital para
su revisión y estud io.

7. Mediante auto de sustanciación de 11 de septiembre de 202S, el abogado Richard
González Dávila, en su calidad de juez subroganteB, dispuso que a través de
Secretaría General del Tribunal Contencioso Electoral, se convoque al juez
suplente que corresponda, para conocer y resolver el presente recurso de
apelación; y remitü a los señores jueces que conformarán el Pleno del Tribunal
Contencioso Electoral, el expediente íntegro de la presente causa en Formato
digital para su revisión y estudio.

II. ANÁLISIS DE FORMA.

2.1. Jurisdicción y competencia

8. El articulo 226 de la Constitución de la República del Ecuador (en adelante CRE)
plevé un estricto principio de Legalidad en materia de atribuciones y
competencias, al señalar que, las instituciones del Estado, sus organismos,
dependencias, las ye,vidoras o senadores públicos y las personas que actúen en
virtud de u,1a potestad estatal ejercerán solamente las competenciasyfactiltades que
les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el debe, de coordinar acciones
para el cumplimiento de sus finesy hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos
reconocidos en la Constitución’.

9. fl artículo 221, numeral 2 de la CRE establece, entre las competencias del Tribunal
Contencioso Electoral, aquella relativa a: ‘Sancionar por incumplimiento de las
nor,nas sobre financiamiento, propaganda, gusto electoral y en general por
vulneraciones de normas electorales”,

10. El artículo 70, numeral 5 del Código de Democracia establece corno competencia
privativa del Tribunal Contencioso Electoral: ‘Sancionar el incumplimiento de las
normas sobie financiamiento, propaganda, gasto electoral, no discriminación o
violencia política de género, paridad de género, inclusión de jóvenes y demás
vulneraciones de norr,,as electorales’.

11. De Forma coniplementaila, el art(culo 72, inciso cuarto del Código de la Democracia
establece: “En los casos de doble instancia, la primera estará a cargo del juez

Poas 91-495.
7 Fojas 508-509.

Mediante acciones de personal Nro- 232-TI l-TCS-2025 deS de septiembre de 2025, y 239TH-TCE-2025 de 9
de septiembre de 2025. el presidente subrogante de este Tribunal resolvió el rcgistrn de las vacaciones del
magister Guillermo Ortega Ciicedo. y la subrogación del abogado Richard González Dávila como juez principal
desde el 11 basta el 24 de septiembre de 2025 por las vacaciones del reFerido juez principal de este Tribunal y
sustanciaclor de la presente causa.
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selecc,onodo por sorteo, de cuya duc,síótl cabe e recurso le apelación ante el pleno

del Tribu,,aL en cuyo coso, la selección del juez su5tanciadorse efectuará por sortea’.

12. La presente causa, se refie:€ a una denuncia planteada por el presunto

sometimiento de la infracción relatva a [inaiidamiento de la poHtica y gasio

electora, tpiricada en el iiimera 1 del artculo 281. del Código de la Democracia, la

cual, ha sido conocida y resuelta, en primera instancia por el magíster Joaquín

Viteri [langa. Una vez que ha sido presen edo y concedido el recurso de apeiación,

por los denunciados, señores Frank Fabricio Matías Panchana y Mauricio Eduardo

Roca Ramírez; el Pleno del Tribunal Contencioso Eectora asume la competencia

para resolver la causa, en últinia y deflnitiva instancia.

2.2. Legitimación activa

13. De acuerdo con el aríciilo 213 del Reglamento de Tránites del Tribunal

Contencioso Electoral (en adelante RTTCE) el recurso de apelación, es la petición

que as partes procesales hacen al Pleno del Tribunal Contencioso Electoral, pal-a

que, revoquen o efo rl,, eI la sente n cia de insta’, cia o el a” te que pone fin a la

causa.

14. Los —ahora erli,7eltes—, compareccil en sus caidades de representante legal y

responsable del naie; O eronolmilco, respectivamente, de a Organización Polhca

Centro Demociár ¡co, Lista 1, para el proceso electoral de Elecciones Presidenciales

y Legisat,vas Antic:pada 2023, quienes, además, fueron parte procesal en

primera instancia, razón por a cual, cuentan con egitin-acíór para proponer e

recurso de a pelación

2.3. Oportunidad

1S. E artículo 214 del RTTCE estalece:

La apelación, salvo en fc, acción de queja, ye i,iterpo,id, dentro de los tres

días contados desde ¿a última notificación; y el juez de puniera instancia, 5111

co,,’er traslado ni oljse,vc,r’ ot,z sole,niiidad, concederá el recurso dentv de

un día de recibido el escrito en el despacho

16. La sentencia de pz’in,cla instancia fue emitida por el juez de instancia el 19 de

agosto de 2025, y fue notificada a las partes procesales el mismo día, mes y año,

conforme se desprende de las razones suscritas por el secretario relator cid hoc del

despacho.

17. El 22 de agosto de 2025, ingrcsó al ‘l’iihunal Contencioso Electoral, el recurso de

apelación en contra de la sentencia de instancia. En tal virtud, se confirma que, el

recurso de apelación ha sIda presentado de manera oportuna.
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18. Una vez superado el análisis de forma y demostrada la admisibilidad de los
recursos interpuestos, se procederá con st’ análisis de mérito.

III. ANÁLISIS DE FONDO. -

3.1. Fundamentos del recurso de apelación

19. Los recurrentes fundamentan su apelación, en los siguientes argumentos
principales:

- “PRIMERO.- ESCRITO DE30 DE jULIO DE 2025”

a. Que no se tomó en cuenta el escrito, presentado el 30 de julio del 2025, en el
que manifestaron sus motivos, en especial, los del señor Frank Fabricio Matías
Panchana, para no acudir a la audiencia fijada para el mismo día.

b. Al respecto, cita el artículo 84 del RTTCE, y señala que se demostró y justificó
la inasistencia, en sus escritos, manifestando que el señor Frank Fabricio
Matías Pancliana, es víctima de amenazas y extorsión, siendo imposible
comparecer a la audiencia señalada para el 30 dv julio deL 2025, para lo cual se
adjuntó la denuncia correspondiente; además indicaron que por su integridad
se encuentran hiera de las ciudades de Santa Elena y Quito.

c. Afirman que recién el 29 de julio del 2025, contrataron los servicios
profesionales de la abogada Fátima Campos, por lo que fue imposible estudiar
el expediente y preparar una adecuada defensa técnica, y que no se puede
violentar su derecho a la legítima defensa, garantizado en la CRE en los
artículos 75 y 76, numeral 7, literales a), b) y cJ, ni ismos que transcribe.
Asimismo, respecto al derecho a la defensa, cita la sentencia de 17 de
noviembre de 2009 dictada por la Corte Interamericana de Derechos
Rumanos, en el Caso Barreto Leiva Vg. Venezuela; y señala que la audiencia
única, de pruebas y alegatos, efectuada en la presente causa debe ser declarada
nula ya que vulneró el derecho al debido proceso, en la garantía del
cumplimiento de las normas y los derechos de las partes, consagrado en los
artículos previamente referidos.

- “Segundo.- error en la ¡nterpretacion de la prieba piaticada”

d. Afirman que la prueba analizada por el juez “ quo, no hace relación a la
práctica de prueba efectuada por la denunciante, quien se limitó a reproducir
la página’ 215 del Informe de Examen de Cuentas de Campaña Electoral
HLECCIONES GENERALES ANTICIPADAS 2023-AP-24-0006, de fecha 31 de
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octubre de 2024: por lo que el juzgador jio debió tomar en cuenta el resto de
documentación aduntada por e! Consejo Naciona Electoral.

- “TER CERO-SOBRE CRITERIO DEL JUEr

e. Los recurrentes citan el numera 78 de la sentencia de primera insanda,
respecto a la (alta de ;tistificacióri de no aperturar una cuenta en una enddad
haticaiia, para, a conriri’izición señalar que en razó,i de las continuas amenazas

e intertos de extorsión, e-un,u lo de,nostra,nos con ¡as respectivas denun das, ro

se pudo apercurvr la cuenta bancaria; para abrir una cuenta corriente, en

especial palo las cuerlrQs de canipa;ici las instituciones bancarias solicitan vatios

requisitos, toles conw resoluciones, R(JC, ,iombrairiientos, etc, siendo imposible

que se realice de “u,ie’-a virtual, en el caso particular del señor Frank Fabricio

Matías PaN chano, tuvo i’ clrrsive q se migro r de la ciudad Santa Elena, a ana

proviicia con el fin de pie cure, su teqridady la de su familia.

- “CUARTO-ERROR EN LAS NOTIFICACIONES”

1. Los recurrentes, sosteneii solire las notificaciones efectuadas por organismo

administrativo electora; que no corista en el proceso que se hayan realizado en

legal y debida forma; y, que existen incons;stencias en os correos &ectrúnicos.

- “QUINTO.- SANCION”

g. Sostienen os recurren [es que la muha impuesta, a [erta de manera rrcparahle

su economía, ins aún cuando no pueden reaflza r Tiingulia acfividad ecor.•úmca

ya que [uviei’oii qLit ci’rar 5115 liegocios y miidai’se de provh;ca.

3.2. Análisis del recurso deapelación

20. El literal ni) del r,umeral 7 de: articulo 76 de la CRE. establece corno un garantía

del derecho a la defensa de las peI’sona, el recurrir del fallo o resolución en todos

los procedimientos en los que se decida sobre sus tIereclius.

21. Este derecho a recurrir, segün a Corte Constitucional, se relaciona con la garantía

de la doble instancia, a fin de que la decisión de un juez de instancia, pueda ser

revisada para corregir posibles errores u omisiones que se hubieren cometido, con

el fin de ratificar o modificar su contenido, cori o cual se precautela el derecho de

las partes que intervienen en los procesos jurisdiccionales. Esta garantía del

debida proceso, persigue la posibilidad de acudir a tite tina autoridad de mayor

jerarquía para que subsane algún equívoco que presente el íaIlo del juez a quo que

pudiera vulnerar algún derecho.
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22. En la justicia electoral, el recurso de apelación es aquella petición que efectúan las
partes procesales al Pleno del Tribunal Contencioso Electoral, para que evoque o
efDrrne la sentencia dictada por el juez de i nsta’icia o los autos que ponen fin a la

causa contencioso electoral.

23. En este contexto, os señores Frank Fabricio Matías Panchana, representante legal
y Mauricio Eduardo Roca Ramírez, responsable de manejo económico del
Movimiento Centro Democrático, Lista 1, durante el proceso electora’ de las
Elecciones Presidenciales y Legislativas Anticipadas 2023, ejercieron su derecho a
recurrir, al presentar el recurso de apelación contra la sentencia dictada en esta
causa por el juez a q,o.

24. Los argumentos expuestos por los recurrentes en su recurso, se contienen cmi ti-es
aspectos: iJ la vulneración de su dei-echo a la defensa por no haber considerado su
escrito presentado el 30 de julio del 2025, no justificar su inasistencia a la
audiencia oral única de prueba y alegatos, ni observar la reciente conti-atación de
su patrocinadora; II) la valoración inadecuada de las pruebas aportadas al proceso
y practicadas, al estimar una prueba no practicada por la parte denunciante; no
considerar la justificación aportada por los recurrentes para no aperturar la
cuenta de la organización política en una entidad bancaria, conforme la normativa
lo exige; y, no evidenciar que las notificaciones efectuadas en sede administrativa
no fueron realizadas en legal y debida forma, y, iii) la afectacion irreparable que
general la sanción impuesta por el juez a quo.

25. En atención al contenido del recurso vertical de apelación, materia del presente
análisis, a este Tribunal le corresponde pronunciarse sobre los siguientes
problemas jurídicos:

a. ¿Durante el trámite de ¡a p,•inwi-i instancia, se vulneró el derecho a la
defensa de los legitimados pasivos?

b. ¿El juez a qzso valoró adecuadamente ¡a prueba aportada al proceso y
practicada durante la audiencia?

c. ¿La sanción impuesta a los denunciados, es proporcional a ¡a infracción
cometida?

26. Respecto al primer problema jurídico los recurrentes alegan que el juzgador de
primera instancia vulneré su derecho a a defensa por no haber considerado su
escrito de 30 de ulio del 2025, no justificar su inasistencia a la audiencia oral única
de prueba y alegatos, u observar la reciente contratación de su patrocinadora,
sobre estos particulares, de los autos se evidencian las siguientes actuaciones:

Artículo 213 dci RTTCE

CDPANTIZAS — 9 juan Lean Mera N2 1.152 Vice,,tgj Harn’ri Ra12. WWW tçe uch.ec
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27. Razones de citación en persona, de 19 de marx’, de 2023, en las que. el señor

Oliver Arapé Sflva, notficador — citador del Tribunal Contenciou ElectoraL seña!Ó

que citó en persona a os denunciados, en sus domicilios. -2spectivap11e,;tc:.

28. Con razóii de 27 de marzo de 2023. el secrelaho relator mi (mc de) despacho dl

juez a quo, cert{flcó que os presuntos infractores. lo coiitestaiun a denuncia

¡ nterptiesta en su con ha’

29 El 28 de abril de 202S, el señor Frank Matías Pancliana, presentó en la Secretaría

General de este Tribunal, física’ y electrónicaniez,te’, el Oficio Nro. PFMP-CDSE

001 con varios anexos.

30. Mediante auto de 30 de abril de 2025, en lo principal, el juez de instancia señaló

que no consideraría la documentación reFerida en el numeral que antecede; por

haber precluido el plazo para la contestación a la deriuncia; y, fijó para el 22 de

mayo de 2025, la realización de la audiencia oral única de prueba y alegatos, en el

auditorio de la Delegación Provincial Electoral de Santa Elena”.

31. El 2Q1S y 2116 de mayo de 2025, el señor Mauricio Roca Ramírez, presentó a través

de las direcciones electrónicas de la Secretaría General de este Tribunal, los Oficios

Nio. FFMP-CDSE-001; y, MERR-CDSE-001 con varios anexos, respectivamente.

Todos en copias simples.

3Z. Conforme acta de 22 de mayo de la atillienLia oral única de prueba y

alegatos, fijada para esa fecha, no se eíectuó por cuanto: “(.) los dcI,u,2ciados se

encuentra,, presentes, pero tU2 cuenLnn con si, abogado defensor y a,te,,jrs no está

piesenre la Defensoríu Público de Santo Elena, se suspende lo peseiitu audíenefu a

fin de qaranitizar los derechos al debido proceso que ñci sido dado lectura hace ni

tiioniericoy se señalará nuevo díay hora pat_ala tEOIIXOLlón de esta diligencia (

31 Mediante auto de 9 de julio de 2025, ci juez a quo indicó que no consideraría a

documentación por el señor Mauhco Eduardo Roca Ramírez, por ser

extemporáneos — referida en el numeral 31 ut suprv; y fijó para el 30 de julio de

2025 a práctica de a audiencia oral única de p,ueba y alegatost8

Vr jas 321 / 324
Ver njs 326
Ver fojas 3Z7-333

1Vtr [oas 334-34:
-4 Ver íoas 34Z345
‘‘Ver [uds 356-36L
‘Ver tojs 362367.
7 Ver Mas 374-374 vta

IÑ Ver to’as 376-378
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34. El 28 de julio de 2025, ingresó a las dijecciones electrónicas de la Secretaría
General de este Tribunal, un escrito firmado electrónicamente por la abogada
Fáhma Campos Cárdenas, mediante el cual, señaló que el señor Frank Fabricio
Matías Panchana, la autorizó corno su patrocinadora en la causa, además solicitó
copias certificadas de proceso y que se señale nueva fecha y hora para la
realización de la audiencia oral única de prueba y alegatos. Al escrito se adjuntan
varios documentos en copias sirnples’°.

35. Mediante auto de 28 de julio de 2025, & juez de primera instancia, respecto al
escrito señalado en el numeral que antecede, y por cuanto, el mismo, únicamente
contiene la imagen de la aparente firma grafológica del señor Frank Fabricio
Matías Panchana, ordenó a la abogada Fátima Campos Cárdenas que en el término
de un (1) día, remita el escrito con firmas grafológicas, si el ingreso es como
documento físico; o, con firmas electrónicas válidas si el ingreso es como
documento digital: además, advirtió que en caso de no dm-se cumplimiento a lo
ordenado, el mismo no se tornaría en cuenta por cuanto no contiene la firma válida
del comparecientez°.

36. El 29 de julio de 2025 ingresó un documento firmado electrónicarnente por la
abogada Fátima Campos Cárdenas, en el cual señala que el señor Frank Fabricio
Matías Panchana y el señor Mauricio Eduardo Roca Ramírez, la autorizaron como
su patrocinadora en la causa y, en lo principal, solicité que se señale nueva fecha y
hora para efectuarse la audiencia oral única de prueba y alegatos. Al escrito se
adjuntan varios documentos en copias simples21.

37. Mediante auto de 29 de julio de 2025, el juzgador de primera instancia señaló que
por cuanto el escrito de 29 de julio de 2025, ingresado por correo electrónico, se
encuentra firmado electrónicamente por la abogada Fátima Campos Cárdenas, sin
contener las firmas válidas de los denunciados, no o tomaría en cuenta, ya que la
solicitante no Fue legalmente autorizada en la causa; y, advirtió a las partes
procesales que deberían estar a lo dispuesto en auto de 9 de julio de 2025, esto es,
que la audiencia se realizará el 30 de julio de 2025, a las 11h00 en la sala de
Audiencias del Tribunal Contencioso Electoial;u.

38. El 30 de julio de 2025 a las 08h48, ingresó a la dirección de correo de la Secretaría

General de este Tribunal, un (1) escrito firmado electrónicamente por la abogada
Fátima Campos Cárdenas, en cuya parte pertinente solicita que se señale nueva

fecha y hora para efectuarse la audiencia oral única de prueba y alegatos23.

Ver Iojds 399-404.
20 Ve’ FoJas 405-406 vta.
2’Ver fojas 41H-426 vta

Ver Mas 4Z7-42S.
ver Fojas 43H-441.
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39. El 30 de jubo de 202S a las OQh] 6, ingresó a la dirección de correo de la Secretaria

General de este Tribunal. un (lJ escrto Firmado eectrónica,nerje por los
denunciados, señores Frank Fabricio Matías Panchana y Mau,ico Eduardo Roca

Ramírez, conjt,Iitaruente con la abogada Fútinia Campos Cárdenas. A través del

referido escrito, los conipaiccientes solicitan que se señale nueva fecha y hora para

la reazación de la audiencia oral única de prueba y alegatos; y. que a misma se

efectúe de fo,ina telemática”.

40. Prevo a la instalación de la attclie::Cd oia única de prueba y Legatos. respecto al
escrito presentado poi los denunciados el 30 de ulio de 2025, e juez de primera

instancia consideró que en esta causa existió una primera convocatoria para a

realización de la diligcncia para el 22 de mayo de 2025 en eL Auditorio de la
Delegación Provincial Electoral de Santa Elena. la misma que. fue suspendida para
garantizar e derecho a la defensa de os egitimads pasivos, en virtud de que
estos -pese a encontrarse pi-rentes- no contaban con abogado defensor, ni

concurrió a la diligencia un defensor pú1lico que asuma su defensa; asimismo

señaló el juzgador que hasta esa fecha, habían transcurrido más de 60 días, que los
denunciados tuvieron el suhc:ente tiempo para acreditar a su patrocinadora y

preparar su defensa técnica, que los petitorios realizados el mismo día de

ejecución de a id iencia, no pueden aterar el norma: desarmEn de la causa; y.
resolvió que, al lo existir causa legal que iistifiqiie suspender la audiencia, se
contin ‘aria con la nIislna1S.

41. De los recaudos prnresiles detallados, este Tribunal evidencia que, de os
núltipes escritos emitidos por los denunciados, señores Frank Fabricio Matías

Panchna y Mauricio Eduardo Roca aarnírez. e! único que contiene sus firmas
válidas y que cumple con la obigatoriedad de contar con patrocinio jurídico.

conforme lo eçtablece & artículo 17 del RTFCE , es el presentado el 30 de juHo de

2025 a as 09h16.

42. Sin embargo, pese que el escrito contier.e as Firmas de los uusiparecitntcs. como

de su patrocinadora, el nisnio que jo posee documentación adjunta cori que se

¡ustifiquen debidamente y conforme a derecho, las solicitudes efectuadas por los
legitimados pasivos, respecto a st, imposibilidad de acudir a la audiencia y el
diieriniiento de la misma, esto es, el juzgador de instancia no podía establecer por

ciertas, las aseve,’lciones de los Legitimados pasivos, con fundamento en su simple

aPnnmción, sino que debía tener elementos que le permitieran fundamentar la
decisión de diferir la realización de la diligencia, de considerarlo pertinente. Esto,

24 Ver fojas 412-445.
25 Ver fojas 150-454 vta.
26 Art- 17. Todo trámite contencioso electoral, incluida la consulta, requiere obligatoriamente el patrocinio
jurídico de un abogado.

9 ji mii Lm Mnr N2 1-152 y Vicenta Rnióc, Rcca mw., r.cy 0ñh r.r
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con la finalidad, además, de no permitir el retardo injustificado de la sustanciación
del proceso, conlo lo exige el Cúdigo de la Democracia17.

43. En tanto que, sobre los demás escritos, el juzgador a qrio advirtió que ni estos, ni
sus anexos, serfan considerados: a) como contestaciones, ni como pucha al haber
sido presentados hiera del tiempo establecido según la normativa electoral para
contestar la denuncia presentada en su contra; b) dentro del proceso, al no
contener las firmas válidas de los comparecientes, pues, tal corno lo señaló
oportunamente el juzgador, solamente se encontraban firmados por la abogada
Fátima Eugenia Campos Cárdenas, respectivamente. Por lo que, inclusive, en
garantía de su derecho a a defensa otorgó mediante autos de sustanciación,
tiein1,o para la subsanad ón de dichas observaciones, particular que no fue
atendido por la parte procesal.

44. De lo anotado se deduce, que las solicitudes efectuadas por los denunciados en su

escrito de 30 de julio de 2025 a las 09h16, no fueron respaldadas con
documentación que justifique sus afirniaciones, además se evidencia, que el juez a

quo, previo a la instalación de la audiencia, se pronunció motivadamente sobre la

improcedencia de lo solicitado por los comparecientes y, en consecuencia resolvió

negar lo requerido, que a criterio de este Tribunal, es acertado.

45. Por su parte, sobre la ajirmación de que recién e/ 29 de 111/lo deI 2025, contrataron
/os servicios p,ofesio,iales de la abogada Fátima Campos” resultándole imposible a

la profesional estudiar el expediente y preparar tina adecuada deíensa técnica, la
misma es imprecisa, por cuanto, conforme se ha establecido en los párrafos ut
supru la abogada compareció en este proceso. por primera vez, el 28 de julio de
2025 (ver fojas 399-404), no obstante, cabe señalar que, desde que los

denunciados fueron citados con la denuncia presentada en su contra, el 19 de
marzo de 2025, tuvieron conocimiento de la misma, como de la carga que les
correspondía, respecto a comparecer al proceso, presentar su contestación, el

tiempo del que disponían hacerlo, señalar direcciones electrónicas para

notificaciones, por lo que, contaron con el tiempo suficiente para designar un
abogado de confianza que ejerza si, defensa técnica en esta causa, o en su defecto,
tomar contacto con el defensor público designado en la causa, antes de la
celebración de ¡a audiencia oral única de prueba y alegatos el 30 de julio de 2025,

esto es, cerca de cuatro (4) meses después.

46. Respecto a la solicitud de nulidad de la audiencia, del expediente se evidencia que
durante el desarroflo de la misma, el juez a quo garantizó el derecho a la defensa

de los legitimados pasivos en tanto que, al no contar con abogado patrocinador,

fueron juzgados en rebeldía y sti defensa fue asti mida por el defensor público

Art. 254.- Las uezas o lueces rechazarin de llano todo incidente que tienda a retardar Li sustanciación del
proceso.

DGAPANTIZAMCS . 9 Juan León Merd N21-152 yVEcenLe Ramón Rccn wwj.tceobet 11
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designado en la causa para el efecto, tal como lo prevé el inciso final del artíctio
249 del Código deja Democracia2 y se resolvió en la nsIl;a d:ligtncia, previo a su

instalación sobre o solicitado en el escrito de los denunciados, de 30 de ulio de

2025 por o que, a criterio de este Trbuna!. se observó el debido proceso, en la

garantia del derecho a la defensa de los denunciado&

47. Respecto al segundo problema jurídico, los recurrentes aseguran que el juez a

quo realizó una valoración inadecuada de las pruebas aportadas al pioceso y
practicadas, al estimar una prueba no practicada poi la parte denunciante; no

considerar la justificación aportada por los recurrentes para no aperturar la

cuenta de la organización política en una entidad bancaria, conforme la normativa

lo exige; y, ,io evidenciar que las notificaciones efectuadas eh sede administrativa

no fueron realizadas en legal y debida forma.

48. En relación con el segundo problema jurídico, es pertinente señalar, que el fin

último de la actividad probatoria es proporcionar al jktez un grado suficiente de

certidumbre sobre la veracidad de los hechos alegados. En este ‘tarco la eficacia

de la prueba se encuentra condicionada por factores como la accesibilidad y
aceptación de los medios probatorios, el respeto al principio de contradicción

procesal y el análisis coherente de la información recabada. Esto implica que,

durante la formación del convencimiento judicial, resulta esencial preservar los

derechos fundamentales de jas partes, asegurando la incorporación y valoración

de cada elemento de prueba bajo los estándares de imparcialidad y solidez

argumentativa establecidos por & ordenamiento jurídico.

49. La Coite Constiturional del Ecuador, respecto a la priel,a, se ha pronunciado en el

siguiente sentido:

(.) Sri e desarrolle de un proceso ;ud:Nai las partes deben observar

determinadas conductas, caso contralin, se su]eran a consecuencias de diversa
gravedad, aún la péidida del litigio. Entre los actos que están jamadas a

realizar las partes de nr ji-oceso se encuentran aqueUos de ios que dependetá
el resultado de su pretensión o defensa, concretan;ente, la actuación de la

prueba2.

SO. La carga de la prueba por otra parte, es.

(..) una regla de juico, que e indca a las palies la at’toriesponsabiidad que

tienen para que os hechos que sirve,: de sustento a las normas jurdicas
cuya apLcacón reclaman, aparezcan demostrados y que, además, le indica a:

‘
- ¿:Jenr,a se realiza, á ru -resencia d las )arrLç y ns aogads paTrcznaio:es; y. en e: evenn de cue

el ¿..) presunto ilractor .) no caerden con pa:rucrr.x rr&esnnal privado, e ,uez o ueza designará mza
deíensora deftisor público en cucuplirnienro de las normas tIcL dohido prflÚo$n.

Sentencia No. OS 16EP/2 Ide 17 de malzo rio 2911,
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juez cómo debe fallar cuando no aparezcan probados os hechos (...) La carga
de la prueba le permite al juez fallar, cuando el hecho no aparece

demostrado en contra de quien la incumplió.

SI. La prueba introducida a un proceso debe reunir el requisito de legalidad, es decir,
debe ceñirse a lo establecido en la normativa constitucional u instrumentos
internacionales, re[erente a su anuncio, obtención y práctica sin que existan vicios
que puedan afectar su validez y respetando los derechos de las partes procesales
(prueba legal). Por el contrario, los elementos probatorios que contrarian las
normas sustantivas y adjetivas, obtenidos y practicados con vulneración del
procedimiento y los requisitos legales, son considerados como prueba ¡legal.

52. El Código de la Democracia establece que las pruebas que se anuncien serán
sustentadas durante la audiencia oral única de prueba y alegatos, con el objetivo
de garantizar la inmediación judicial, oportunidad, perUnencia, conti-astación y

contradicción.

53. En materia procesal electoral y, en uso de su facultad reglamentaria, el Meno del

Tribunal Contencioso Electoral, expidió el RTTCE, denti-o del cual estableció, en el

Capítulo Sexto, varias disposiciones relativas a la prueba, así: en la Sección 1 Reglas

Generales; en la Sección II Prueba Testimonial; en la Sección ¡II prueba

documental; y, en la Sección IV Prueba Pericial.

54. El Reglamento ibídem establece que el denunciante debe anunciar, en su escrito

inicial, la prueba que actuará dentro del proceso y con la que pretende probar sus
alegaciones3o; en tanto que conlbrme a lo dispuesto en el articulo 82 del mismo
Reglamento la práctica de la prueba se debe realizar en la audiencia oral única de

prueba y alegatos.

55. Estas disposiciones deben ser observadas por las partes procesales en el ejercicio

de sus derechos durante la audiencia oral única de prueba y alegatos, pues la

finalidad de la prueba es llevar al juzgador al convencimiento de los hechos y
circunstancias controvertidos, conforme se dejó indicado en líneas anteriores.

56. La carga de la prueba en los procesos contencioso electorales, en los que se

incluyen las infracciones de este tipo, es atribuida a la parte actora o denunciante y
los denunciados solo se obligan a presentarla si su respuesta contiene
afirmaciones sobre un hecho en particular, según lo previsto en el artículo 143 del

RTTCE

1 Ver a’tiruln 79 del RTFCL
3! Art. 143.- Carga de la prueba. - Es obligación de la parte actora probar los hechos que ha propuesto
afirma tvam en te en a den Un cia acci ñn o recurso y que ha negado ci legitimado pasivo en su contestación.
El Legiti ni ado pasivo no está rbI igatlo a producir prueba si su con testación ha sido SIITI pie o absolutamente
negativa; pero si deberá hacerlo si su contestación contiene afirmaciones explícitas o i mpl citas sobre el hecho,
el derecho o la calidad de la cosa 1 itigacla (...)

152 y Vlrflt9rnfl no: 13
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37. Al respecto, cabe precisar que, s un eemento probatorio no Fue anunciado en la

denrincia o su contestación, este no podrá ser pracricadu. y, de grial manera, si un

elemerta probatorio Cue anunciado empero, e mismo no fue practicado en la

audilencia respectiva, el msmo no podrá ser valorado por ci uzgador al nio’nento

de dictar sentencia.

sa En cuanto a la práctica de las pruebas documentales, el artículo 82 del RT’I’CE exige

a las partes piocesales que dará lectura a la parte pertinente del infonne,

cor,iunicoción o documento escrito”.

59. En la presente causa, de la revisión del acta de la audiencia oral única de prueba y

alegatos, corno de la sentencia subida en grado la palle denunciante reprodujo el

documento constante a foja 215’, consistente en el Informe de Examen de Cuentas

de Campaña Electoral No. ELECCIONES GENERALES ANTICIPADAS 2023-AP-24-

0006, Orden de Trabajo Nro. O.T-24-0009 de 31 de octubre de 2024, suscrito por

la licenciada ¡essica Johanna Villarroel Villao. Fiscalizadora de la Delegación

Pi-ovincial Electoral de Santa Elena. Documento del que procedió a leer sus

conclusiones y recomendaciones, en las que establece que el señor Mauricio

Eduardo Roca Ramírez, responsable del manejo económico del Movimiento Centro

Democrático, Lista 1: 0 No aperturó la Cuenta Rancaria Única Electoral, por lo que

no presentó certificado de apeaura de cuenta, ni el cierre de la misma; u) No

presenta Conciliaciones Bancarias; iii) No presenta Estados de Cuenta Bancaria, y,

iv) No presenta comprobantes de egreso; por lo que no cumplió con lo establecido

en los artículos 34,36 y 40 del Reglamento para el Control y Fiscalización del Gasto

Electoral, en concordancia con el articulo 225 del Código de la Democracia. Y

recomienda que, en el término de 15 días subsane las observaciones.

60. Respecto de la prueba en cuestión, durante la etapa de contradkció:i de pi ueba, &

deFensor público, señaló que, como la denunciante señaló únicamente la [oja 215,

solo se tome en cuenta dicha foja, que e referido informe va desde a foja 215 a a

230 y no ha sido anunciado por la parre deniniciante el] SU totalidad. Argumento

que es replicado en el escrito que contiene el recuiso de apelación.

61. La valoración de las pruebas aportadas debe ser cahzada de acuerdo con lo

señalado en el RTTCE. así con;o conForme a la sana crítica, con e: ñn de que todos

los medios de prueba constantes en el proceso sean analizados con respeto al

pIincipo de gualdad p:’ocesa ya las regas elementales en materia probatoria.

62. En tal se:tido, conforme se ha detallado en los priafos que anteceden, durante la

práct;ca del documento ‘Informe de Exumei; de ¿nenias de Compaña Electoral No.

ELECCIONES GENERALES ANTICIPADAS 2023-AP-24-0006 Orden d Trabaja ¡Vro.

O. 7-24-0009 de 31 de octubre de 2Ú24, suscrito por la /ice,,ç(odo Jessíca Johonna

VilIa,roel Viflao, Fiscal,zuduru (le la Deleqació, Provincial Electo,vl de Santa Elena’

GAPANTIZAMOS 9 Juw’ Lr Mera N21 -I2 flamn,, rIcic v,vr-- ,J!lhr 14
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el patrocinador de la denunciante observó las reglas constantes en el RT’T’CE, esto
es, dio lectura de la parte pertinente tic’ informe referido y lo puso en
conocimiento ile la contraparte, quienes, a través del defensor público, ejercieloli
su derecho de contradicción, en consecuencia, procedía su valoración por parte del
juzgador (le primera instancia y su consideración al momento de resolver, como en
efecto sucedió; en tal virtud, lo aseverado por os recurrentes, deviene en
improcedente y se lo rechaza.

63. En cuanto a la falta de valoración de los documentos con que los denunciados
aseguran justificar el hecho de no aperturar una cuenta en una entidad bancai-ia,
en razón de ‘las continuas amenazas e intentos de extorsión, como lo demostramos
con las respectivas denuncios (...) siendo ini posible que se realice de manera virtual,
cii e! caso pr, ,tjct, lar de! señor Frank Fabricio Mci tius Punchan a, tuvo inclusive que
migrar de la ciudad Santa Elena, a otra provincia co,’ elfin de precaversu integrídad
y lude su familia’, es preciso recordar que el juzgador tiene la obligación ineludible
de observar el principio dispositivo, en tanto que, las partes tienen el deber de
observar las cargas procesales que es corresponden.

64. En tal sentido, el accionar del juez de primera instancia, estaba limitado a valorar
únicamente las pruebas que, en el momento procesal oportuno, hayan sido
anunciadas por las partes piocesales y que, posteriormente, hayan sido
practicadas en la audiencia realizada. En este punto cabe recordar que, como se
señaló previamente, la parte denunciada no contestó la denuncia, por lo que se
quedó sin la posibilidad de actuar prueba den ro de la audiencia oral única de
prueba y alegatos.

65. Toda vez que los legitimados pasivos no contestaron la denuncia incoada en su
contra, tampoco anunciaron, ni practicaron, duran te los momentos procesales
oportunos prueba alguna, conforme lo establece el RTTCE, estos elementos no
podían introduci rse al proceso, ni valorarse por el juzgador a quo, lo que trae como

consecuencia que no exista ningún elemento probatorio orientado a demostrar o
justificar el incumplimiento de una obligación contenida en la ley de esta materia,
afirmación de a que, al no haber sido acreditada, no procede su análisis.

66. Ahora, respecto al “error en las notificaciones’ alegado por los recurrentes,
quienes sostienen que las notificaciones efectuadas en sede administrativa no
fueron realizadas en legal y debida forma, consta del expediente y del contenido de
a senten cia emitida po’ el juez a quo, ci tic d ti-ante la a ud ienc i a o al (ini ca de

prueba y alegatos, se practicaron las siguientes pruebas documentales:

a. A foja 238 y vuelta, se encuentra el OFicio Nro, CNE-UPSGSE-2024-0039-OF,
de fecha 12 de noviembre de 2024, mediante el cual se notificó en persona
al señor Frank Fabricio Matías Panchana como representante legal y al
señor Mauricio Eduardo Roca Ranifrez, corno responsable del manejo

9 alan bcri Mma N21152 vVi:rnite flnmr:iri Rnr,9 vvIwe L’ eL 15
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económico, del Movimiento Centro Democrático, Lista 1, con a Reso]ución

No. CNE-DPSE-2024-1377-RS.

b. A foja 239, se encuentra a notificación de a Resoución No. CNE-EJPSF

2024-1377-RS. realizada a través de correo eectrónico insttuconaI, de

[echa 13 de novierr.bre de 2024. a seño; Frank Fabrido Matías Panchana

co,,Io representante legal y al señor Maurco Eduardo Roca Ramírez, romo

responsable del manejo económico, de: Moviniiento Cento Dernocrátko.

Lsta 1
e. A tbja 240. se encuentra la razón de la uotficación de la Resolución No.

CNE-DPSE-2024-1377-RS realizada en persona, a través del correo

electrónico insiitucwnal y cartelera pública, de fecha 13 de noviembre de

2024, al señor Frank Fabrkio Matías Panchana como representante legal y
al señor Aa,’r,cio Eduardo Roca Ramírez., como responsable del manejo

eco’ló’nco d& Movtrnento Centro Democrático Lista 1.

d. A foja 268, se encuentra el Oficio Nro. CNE-UPSGSE-2024-00SS-OF, de

fecha 18 de diciembre de 2024, mediante el cual se notificó en pelsona al

señor Frank Fabricio Matías panchana como representante legal y al señor

Matiilcio Eduardo Roca Ramírez como responsable del manejo económico,

del Movrnieino Centro Deuocrático. Lista 1, con a Resoludón No. CN E

DPSE-2024-1527-RS.

e. A foja 270, se encuentra la notificación de la Resokrción No. CNE-DPSE

2024-1527-RS, reaizada a través del correo electrónico instituciona de 27

de dicen:bre de 2024, al señor aIricio Eduardo Roca Ramírez como

responsable dci manejo económico, del Movimiento Centro Democrático.

Lista 1.

f. A fola 271, se ericuentia la notificación de la Resolución No. CNE-JPSF

2024-1527-RS, raHzadaaravés del correo electrónico instftucional. de 8

de enero de 2025, a señor Frank Fabricio ?1atas Panchana corno

representante legal, del Mov;mientu Centro Democrático, Lista 1.

g. A ioa 272, se encuentra la razón de la :totific3cón de la Resolución No.

CNE-)PSE-2024- 527-kS. realizada en persona, a través del oITeo

electrónico institucional y en la cartelera pública, al señor Frank Fabricio

Matías Pancliaria como rq,iesentatite legal y al señor Mauricio Eduardo

Roca Ramírez corno responsable del manejo ecuiiómico, del Movimiento

Centro DeniocnÑticn, Lista 1

67. Al respecto, es necesario indicar que, de la revisión de las recaudos procesales,

tanto las resoluciones corno los informes respectivos, según las tazones de

notificación susci tas por la secretaria general (e) de la Delegación Provincial

Electoral de Santa Elena que obran del proceso. se encuentran notificados a las

personas denunciadas eh la causa ¡ti exonii’ie tanto en los correos señalados en el

forniiulario de inscripción de candidaturas como en la cartelera pública del

organismo elecroral desconcentrado y en persona. Por tanto, la aseveración de los

________
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señores Frank Fabricio Matías Panchana y Mauricio Eduardo Roca Ramíi-ez
deviene en improcedente.

68. Respecto al tercer problema jurídico, relacionado con la afirmación de los
recurrentes, de que la multa impuesta, afecta de “lanera irreparable su economía,
ms aún cuando no pueden realizar ninguna actividad económica ya que tuvieron

que cerrar sus negocios y mudarse de provincia, es necesario remitirnos a la
norma que contiene la inl’racción denunciada ante este Tribunal. En tal virtud, la
parle denunciante, atribuye a los presuntos infractores el cometillliento de la
intracción electoral tipificada en el numeral 1 del artículo 281 de la LOEOP, que, a

la fecha de la interposición de la denuncia, señalaba lo siguiente:

‘Art. 281.- Las infracciones relativas alftnanciainiento de la po!íticay pasto
electoral, será ti sancionadas de conformidad con las siguientes regías:

1. Los responsables económicos y las organizaciones políticas o través de su
representantes y procuradores comunes en caso de alianzas, que no
presenten los informes con las cuentas del pn,-t ido o movim lento, el monto de
los aportes recibidos, la naturaleza de los mismos, su origen, el listado de
contribuyentes, su identificación plena, respaldos de ingresos y egresos serán
sancionados con multo de veinte a setenta salarios básicos unificados y la
suspensión de los derechos políticos de 2 a 4 años, sin perjuicio de la sanción
relativa a la cancelación de la inscripción de la organización político
establecida en esta Ley. Las candidatas y las candidatos responderán
solidariamente, de manera pecuniaria, de acuerdo al nivel de responsabilidad
tIllO se determine en el iiicumnplimiento.”

69, Es necesario indicar que la conducta tipificada y las sanciones —en similar texto- no
han dejado de tener vigencia con las reformas al Código (le la Democracia
mediante la ley reformatoria publicada en el Segundo Suplemento del Registro
Oflcjal Nro. 80 del 24 de julio de 202532.

70. Los artículos 285 y 209 del Código de la Democracia y del RTTCE, respectivamente.

disponen:

32 Air. 281.- Las iii tracciones elati vas al finaciciamien tu de la políl ¡ca y gasto electoral, serán sancinna das cori
Lilia imita de veinte a setenta salarios bósicos unificados y la suspensión de los derechos políticos de 2 a 4
años, de conformidad con las siguientes reglas:
3. Los responsables del mane;o económico y las organizaciones poflticas a través de sus representantes y
procuradores comunes en caso de alianzas que no presenten la liquidación de cuentas ile campaña con las
ctientas y movimientos realizados el non to de los aporres recibidos, la naturaleza ile los mi srnos, SU o rigen, el
listado de contribuyentes, su idei,ti flcació,i plena, espaldas de iiigeSOS y egresos y tIentas clocüiiientación
establecida en esta ley y sus ‘eglanientos.
los j els de ca mi paña y candidatos res pon derin solidariamente, de manera pecuniaria, de acu erd o con el nivel
de responsabilidad qLle se determine en el incu,nplim ien to.
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Art. 285.- En las injiacciones electorales y tus quejas previstos en esto Ley,

los jueces electorales, en cada caso sujeto a su esolucin,,, determinarán la

proporcionalidad de la penc, (le acuerdo a la gravedad de la falta y a la

afectación negativa en los procesos electorales y las disposiciones de esta

Ley.’

“Art, 209.- Proporcionalidad de la sanción.- Los jueces ek’cwrales deberán

determinar la proporcionalidad de la pena de acuerdo a la gravedad de la

Jhlta en cada caso sujeto o si, resolucián.

71. En razón de lo anterior, el número 1 del artículo 281 del Código de la Democracia

establece que la sanción puede fr dentro de os siguientes rangos: nuita de veinte a
setenta salarios básicos tiniflcados, y la sus ensióli de os derechos poltcos de dos

a cuatro años, esto, sin perjaico de la cancelación de la ¡nscripcián de la
organización politica establecida en la ley de la materia.

72. Considerando la gravedad de la conducta, la afectación a los principios electorales

y la i,ecesdad de ga:a:itizar el respeto a la nornatva vigente, el juzgador a quo

inpuso la sanción peai maria correspondiente a la mimira establecida dentro de

los parámetros contemplados en la ley, asegurando una adecuada correspondencia

entre la sanción y la cond ncta reprochada. cDnforme a rinci pio de

proporcionalidad sancionatoi-ia.

73. De esta manera, este Tribunal considera que la sanción no es excesiva ni

innecesaria para alcanzar la finalidad de interés general e1scguida por la

regulación electoral y ctmmnple con los parámetros de: i) idoneidad, que implica que

la sanción debe resultar adecuada para cumplir la finalidad protector, disuasoria

y correctiva que persigue la normativa; íi) necesidad, que significa imponer la

sanción cuando no exista tina alternativa menos lesiva que logre el mismo fin, y

que la aplicación de una medida atenuada o meramente declarativa carecería de

eficacia cal; y, UI) proporcionalidad en sentido estricto, que designa la concepción

de que debe existir un balance razonable entre el daño que la sailcióli genera, y,
para el caso, la afectación de los procesos electorales.

Por lo expuesto, el Pleno del Tribunal Contencioso Electoral, ADMINISTRANDO JUSTICIA

EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA

CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, resuelve:

PRIMERO.- NEGAR el recurso ile apeladón interpuesto pci’ por los señores Frank

Fabricio Matías Panchana, representante legal y Mauricio Eduardo Roca Ramfrez,

responsable de manejo económico de la Organización Política Centro Democrático, Lista

1, durante el proceso electoral de las Eeccioncs Presidenciales y Legislativas ¡ntcpadas

2023. contra la sentencia dictada el 19 de agosto de 2025 por el juez t1 instancia.
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SEGUNDO.- EJECUTORIADA la presente sentencia, a través de la Secretaria General de
este Tribunal, remitase el expediente de la causa al despacho del juez de instancia, a fln de
que proceda coníerme prevé el articulo 42 del Reglamento de Tirnites del Tribunal

Contencioso Electoral.

TERCERO.- NOTIFICAR el contenido de la presente sentencia a las partes procesales en
las diiecciones electrónicas señaladas y casillas conteiwioso electorales asignadas para el

efecto.

CUARTO.- PUBLICAR a presente sentencia en la cartelera virtual — página web
institucional.

QUINTO.- ACTÚE el abogado Milton Andrés Paredes Paredes, secretario general del
Tribunal ConteTidoso Electoral.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.- E.) Ab. vonne Colorna í’eralta, JUEZA; Dr. Ángel Torres
MaldonadD, JUEZ; Di. Juan Patricio Madonadu Bentez, JUEZ; Ab. Richard ConzMez Dáva,

JUEZ; Dr. Roosevelt Cedeño Lúpei. JUEZ.
/

Certifico.- Quitq, Dstç4to, étropolitano, 22 de septiembre de 2025.

PaePredes
CRETARIO GENERAL

TRIBUNAL CONTENCIOSO aEaO

&ÁPANUZAAOS 9 NP’ -152 vv!!:flte HAFhr,F Rr!r nw .jnh

t_ 59:1) sal 5O OLI![o Eck!




